
ESQUELA DE IVOTIFICACIÓN

CA-3- 2013

Comité de Apelaciones

RECIBIDO C A S   1_pF.^,FACHO SUPI- RINTE4CE E
o y 3  , ,..,_ 

3z =^,-      del Sistema FinaucieroYI- 1
Comité de Apelaciones del Sistcma Financiero

San Salvador, 24 de septiembre de 2013

AI Licenciado Víctor Antonio Rnmírez Najarro,  Superintendentc del Sistema Financiero,  SE

HACE SABER que, en el proceso de apelación de referencia CA-3- 2013, promoviAo por el

Instituto Nacionel da Pensiones de los Empieados Públicos ( INPPP), a iravcs de su representante

lcgal, el Liceucfado Mdrés Rodriguez Celis, el plec o dcl Comi[ é de Apelaciones del Sistema
Financiero ha emitido resolución quc literalmen[edice:

Por lo onterior, de cunjormidad mn (os artx. 66 y 67 inciso prfinero de lu Ley de Supervisián y
Heg dncrón Ae1 Sistemn Finattciero, RESOLI EMOS: L Revocar/ n mu/ rn de US.3 1, l4?.N6 por el
incumplimienro a resofemirin de rejerencia P-/N-PE-1A2010; [ L Revncar( n muán dv US$ 1, 142. Nh
pnr e[ ince mp( imiemm  resole cián de rejerencin P-IN-p6-39- 2010; [ IL Revncar la mulm de CIS$

14286 por e[ incumplimfen[ o u rexadución de referencia P-IN-PE-40-? IIIO; ( V. Devo(ver n!
Superintendente de! Sistema Financiero el expediente sancionatorio de reJerencia PAS'-ON/ 10Ld,
e/ cua/ carist¢ de 178/ jo/ias úfiles. V. Notrficar[ a presente resoluerón nIINPEP,  en la direcci6n
designada en su ercrito de npelncián, y al Supcñn[ endente ded Sistem¢ l inünciero. V/. Publéyuese
n pre.rente resalución por/¢ Superintendencia Ael Sistenra(' inanciero en su sitio de internet dentro

de! p/azo estnblecitJo en el p6rrafa ú[ timo de[ arG 68 de / n LSRSF.

Lu presente resoptción no udmile ningéw receu' so y nAqui irá es/ ado  <!e firniean desde su
rcolificación a! interesnda".
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aql Se1V u.

AGMORALES
Lic. Omar Martínez.

En la neck.
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El infrdscrito Secretario del Comité de Apelaciones del Sis[ema Financiero certifica é 1 Y
que a las nueve horas del día veintitrés de septiembre de dos mil trece el pleno del    ?

v,y soas•
mencionado cuerpo colegiado emitió resolución en el trámite del recurso de apelación

de referencia CA3-2013 que literalmente tlice:

REF: CA- 3- 2011

COMTTÉ DE APELACIONES DEL SIST£.MA FINANCíERO. San Salvador, a las nueve

horas del ceintitris dc sep icmbre de dos mil Irece.-

F,I Pleno del Co nitd de Apelaciones del Si teina Financiero procede a dictac la sfgwente

resolución defini[ iva en a[ ención al recurso de apelación promovido por el Ina[ ituto Nacional du

Pensiones dc los P.mplcxdos Públicos, eu adelanre 1NPEP, contra la arolución emi[ ida por el

Superin[endente Adjunto de Pensiones,  por delegación del Superintendenre del Sisrenta

Pinanciero, en el expeditntt NAS- 08/ 2012, a las doce horas del 28 dejunio de 2013 y mtificada

zl 31 de julio de i013, mcdiantc la cual se saneiortd con mul[ as' a la[ nv ituciún Púóliea apelan[ e.

RELACIÓN DF. HECHOS

1.  El 20 de agodto de 2017, el Lioenciado ANDRÉS RODRíGOLZ CELIS, actuando en

calfdad de Presidente dcl INPEP, presentó ante el Superinteude rte Adjunto de Pensione. un

escriro contemivo de un recurso de apelaci n en el expedientc con número de referencia

PAS- 08/ 2012 seguido en la Superin[endencia del Sistema Fivauciero, eu adelau[ e SSF. F.n

dicho escrito .wlicilú se wviera poe interyues[ o el recurso dc apclación en eontra de la

cesolucibn deflnitivp contenida en el precitado expedien[ e PAS-0R/ 2012, dictada el 2R de

jwio de 2013.

2.  Como consecuencia de la presentación del escrim de apelación relacionado,  el

Supecintendente Adumo de Pensiones emitió providencia el 21 de ugosro de 2013, en la

cual resolvió lo siguiente: " Infórmese n( Cumlté de Apel¢ctones d/ Sistema Finaneicro

sobre ! n Yntcrposicf6n de( Xecur.ro de Apelneión por pm?e Ael LisNmm Naciona( de

Pensfones de! os E rq( eu<(o.r Piibl/mr, cnnrep/ n resolucián finn/ prammciada en el pre een[ e

pmcedimienfo adminisrratlro snneionndur de referencla P.9S- OR/ 20/ I. y rernifase el

respecthn ecpedicnte...

3.  Poc medio dc wmunicación de] 21 dc agoelo de 2013, suecrita por el Supeciutendente

Adjunto de Pensiones, zl nominado funcinnario remitió a esre Comi[é el ezpedienle

clasificado con la rclerencia PAS- ORi2012, conformado por 9 pier.as y con 17R1 folio+

útiles, y el escrito comentivo del recurso de apelación antes re( eriAo, d cual consta de 4

folios útiles, los' cuales fueron recibidos cn la misma fecha por este Comi[ é.



4.  El 29 de agosto de 2013 este Comi[é pronunció resolución, no[ ificada d 3 de septiembre de

2013, en la yuc, cn lo perticen[e, se decidiú admitir eI rewrso de epelaeión presentado po

el INPEP, así como mandar a escuchar al Superintendente del Sis ema Financiero en los

értninos del art. 67, inciso tlnal, de la Lry de Supervisión y Regulación del Sisiemz

Financicrq cn adclante LSRSF.

5.  F,I 9 de aeptiembrc de 2013 el Superintendente del Sis[ ema Financiero presentó un escnto a

fin de evawar la audiencia quc Ic fue conceAida.

6.  El I I de scp icmbre de 201i ia lnstitución apelante presentó un escri[ o en cl quc solicitó se

habili[e el ttirtnino probarorio a que hacen retérencia los arts. 67 y 66 inciso 3° de la LSRSF.

7.  F.i 13 dc sep iembre de 2013 este Comi[ é pronunció resolución, notiticada el 17 de

sep[ iembre de 2013, en la eual se tuvo poe evacuado el Icas( ado conferido al se or

Supeein[ endente dcl Sistema Financiero y xu dcscstimó la petieióu de la institucibn apelante

de abrit el [ érmiuo probatoriq quedando el cecurso de apelación en estado de dic[ ae

resolución de initiva.

FCWAMFNTOS DE DERECHO

F.ste Comitó ha advertido que las obligacionzs por cuyo íncumplimienlo se sanciona a11NPEP

han sido de crminnda de manera impropia y que, por lo tan o, la resoluci6n du de se le

sanciona por su incumplimirnto es ilegal.  Hn este sentidq los fundamentos' juridicos a

desartollarse scrán: ( I) Fundamentos para la acmación oticiosa del CASF. ( 2) L'rtor eu la

identificaciiin Jc las obligaciones inCringidas. ( 3) Decieión del CASF para el caso.

1.  Fundamentos para la actuación oficiosa del CASF

HI presence tema ha sido desazrollado en la resolución fival del pmceso de apelación de

refereneia CA- 5- 2012, pmnunciada el 5 de febrcYO de 2013, asi a mo en lu resolució final del

proceso de apclacibn de reftrencia CA- 6- 2012, de fecha 29 de enero de 2013.

En las resnlucioncs anles mencionadas 4c ahordaron las caracterís[ icas y alcances del recurso de

apelacióq estableciéndose que el hecho de que el recurso de apelación se encuenve wjem a los

principios dispositivo y Ae congruencia no cs incompatible con que e> te Comiti pueda Ilevar a

cabo ciertas actuaciones dc oficio en la vamitación dc la apelación; por ejemplo, wando decida

ordenar prueba para mejor proveer, en virtud del art. 68, pártafo 4°, dc la LSRSF. Pero las

facultada+  de ime venció oficiosa del Comité también se extienden ley ítimamente a la

valocación dc hcchos que no fueron elegadox por Ixs partes y a vigilar que en In tramitacióu del

2



expedicn[ e sancionarorio xc hayan respctado los derechos y garantias fundamcntales dzl

supuesto infmctor.

La antcrior intcrp[ etación sobrc el alcancc dc las porestades de cstc Comité cncueNra su

fundamen[ o en quc los recursos administm iuos cumplen una dohle función: por una parte, la dz

ganntizar cl derecho a recumr y, por otra parte, la de pemtitirle a la Adminis'tración Yública

quc, como una ezpresión dcl prindpio dc au[ otutela aeLninistra[ iva, tenga la opnnunidad de

evisar sus propian aeNaclones. P,s[ e criterio ha sidu mamm ido por la Sula de lo Contencioso

Administta[ ivo de la Corte Suprema de Justicia cn la senrencia definitiva dc las 9 homs del 9 dc

febeeco de 1999, dieteda en el procuo reCereucia 130- GI997 y confirmado en el aum emitido

por la misma Sala a las 8 horas dcl 4 de maao de 2005, pronunciado en cl proceso 9- 2005.

Por todo lo anterior, en el prescnte caso, es[ c Comité se declaca competenfe paca enWar u

conoce[ de oticio sobre las obligaciones por cuyo incumplimiw[o se sanciona a la ins imción

apelanlc, debido a que se ha advertido impropiedad en su producción.

2.   Error en la idcnfificacibn de las obligaciones in4ingidas

Como se mencionó anteriortnen[ e, este Comité considera que las obligaciones por cuyo

incumplimiento s'c muha a la instiluciÓn apelante han sido detertninadas de manera impropia y,

en consuuencia, lus suneionc+ son ilegales. Para sos[ enec lo anterioe se abnedará a continuación

A) el erroe en la ideutificación de las ubligaciones iuhiugidns B) las unneeoueneias derivadas dc

dicho ertor.

A)  Errar en Ix identificación de las obligaciones infringidas

El INPéP fue mncionado con tres multas por la supuesta contravencidn a los arts. 234 ine. 2° y

lS0 de la Ley SAP como resulcado del incumplimiento a las msoluciones de relerencia P- IN-

PF.-29- 2010, P- IN- PE- 39- 20I0 y PdN- PE- 40- 201Q F.ste Comité identificn una impropiedad en

el anterior escenuriq ya que la base nonnativa imocada para sancioner no coaesponde al

supues o de hecho eu la medida cn quc las cesoWciones aµ ue el art 234 de la Ley del Sistema

de Ahorto para Pensiones, en adelante Ley SAP, hace alusión no son dcl [ ipo de resoluciones

por cuyo incumpiimiento se ha sancionado a la entidad apelante.

A1 realirar un contrasre entre las resoluciones que pueden ser emi[ idas en vir[ud del arL 234 de

la Ley SAP y cl tipo dc resoluciones por cuyo incumplimienm se sancionu al INPGP, s'e puede
notar que las primcras icnen la función de des'amollar y ampliaz el murco rogularo o aplicable a

los superviszdos como una manifestación de la po[estad reglamcntaria que se It conceAi6 a la

antigua Superintendencia de Pensiones, de ahi yue el cpígrafe de la rclerida dispnsición sea
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Aeglamenlacióiu; mieuvas quc las s'eguudas son pro uc[ o de las auditorias efcctuadas por la

Superiniendencia y se emitzn en ejercicio de Ins facultades de supervisión del cumplimiento de

las normas aplicables, en las cuales se cortcentran los hullazgos adverlido. en las audirorías y se
solicita al pusiblc inRac[or q e presente un programa en el yue proponga xuperarbs en un

período cierto.

De lo anterior se desprende yue las resoluciones a yue hace referencia el art. 234 de la Ley SAP
consis[en en awerdos, reglameNOS, aclas, resoluciones, o como se les prefiera Ilamar, que

genernn normas generalze y obsn'aclas, en aplicaciún de los conrenidos• de dicha ley, dc modu

que en tal calidad pueden crear cargas a los regulados que son de obligalorio cumplimiento y
cuya observuncia deberá ser objeto de supervisión. Mientras que las resoluciones resul[ antes del

p ocedimiento de auditoriu, si bien son de obligatorio cuntplimientq no lo son pocque cn sí

mismas desarzollen el marco nonnalivo aplicable a los supervisados, puesto yue su naturaleza

juridica no es nolmativa o regulatoria,  sino porque son ins[ rucciones para procurar la

observanaa del ordenamiento jurídico pertinente y manicndrán su caréc[ er obligatorio en wan[o
sc apeguen a las leyes ynortnativas cortespondientes.

Ee precivo e este punto traer a colación la idea básica dc las cadenas de validez que deben

venticarse en el ordenamienro jurídico p2a yue una disposición sea vinculan[e. En este sentidq
dicha cadena pane de la Constiwción hacia el resto de leyes, de las leyes hacin los rcglmnentos

y de eslos últimos hacia la demás normn iva pertinente. Para el caso cn concreto, el arc. 14 Cn.

consagra la potestad sanciona[oria que la administración pública tiene en aplicación de tas leyes,

micntras que la Ley SAP establecc un régimen de in& acciones y sancio es para el ámbito

previsinnal, nonnativa que en su momenro aplicó la Superintendencia de Pensiones, releveda

ahora por la SSF.  Asimismo,  la Ley SAP,  en w art.  234,  prev  la facultad de la

Supecintende¢ cia de Peneiones ( ahora BCR) para proponcr reglamentos al Presidente de la

República, usi como a la SSl para emitir instructivos y resolucionea.  Así las cosas, un

reglamentq instruc[ ivo y/o resolución emi[ iAa cn virmd del azt. 2} q de la Ley SAP puede crear
nonnas generales, abs rzcwe y de nbligatorio cumplimiento para los supervfsados, de manern

que la infmccibn a alguna de ellas puede ser nbjeto de sanción, respe ando la cadena de validez.

Sin embargo, camo antes sc sei ald, las resoluciones P- IN- PF- 29- 20I0; P- IN-PE- 39- 2010; y P-
M-PE40-2010, al ser usadas como base de la inGaccióq mmpen con [ odo el esquema de

validez para suncionar a tenormenre descri o,  porque no pmvienen dc la potestad

reglamentaria-normaliva yue regula el art. 234 de la I,e: y SAP sino de la función superviso a que

de igu l mauera le corcespunde. Lo nnterior yueda evidenciado en las propias resoluciones anlcs
citndas, donde el Funcionario hnce mcnción dc e ni[ idas en uso de la facultades que le co fiere

el 2rt. 5 let a k) de la derognda Ley OrgRnica de la Superinitndenc[ a de Punsiones( LOSP), pues
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obviamente se [ ru[ a de manifectaeiones' de voluntad paca un caso particular, lu que desviitúa la

pre eusiiin dc nonmatividad de las misnias y, cn conszcucncia, la posibilidad dc sancionnr por la

infrucción de las mismae en nbstrucm, es decir, sin a[ ar cada accibn u omisibn u una nonna

previa y vigcnte.

n resumcq pam tl presente caso, el error consiste en quc se ha considcado por parte dc la SSF

yuc cualquier resolucibn que cmita en aplicación directa o indirec n dc la Ley tiAP— una de las

cuales son las derivadas' dc los procedimirn os' de audiroria— es, por si misma, de obligalorio

cwnplimienro, atribuyíndole iguales efcetos que los de una normativa cmitida en virtud del aa.

234 Ley SAP. Esro da cumo resultado que las instrucciones con enidas en dichas resoluciones
on dotadas de igmi naturaleza preuriptiva de las dc una nomtativa, por el s'olo hecho de es ar

contznidas en ellas y no por derivarse de aplicación de la ley o de la nonna[ iva pertinente, lo

que abrc paso a wm serie de incoacistencias que a con[ inuación se señalarán.

ll)  Consecuencias derivadas del error señaladu

flu principio, . a puede observar que, al elevar al nivel de uocmativa walquier resolución cmitida

en ejcrcicio dz cualquicra de lu tantas funciones que a la SSF le cortespondeq se wlnera la

egw' idad juridica de los administrados ya que se eslA aancionando por cl  + imple

incumplirttiento a instrucciones que por sí snlas' pueden no constituir infrawión en los tértnirtos

de las normas comenidas en la Iry, reglamentos y demás norma[ iva [ écnica, mdo lo anterior

como resultado de tomar una resoWCión fuera de la cadena de validez- una resolución que no es

nurtna- como objem de la infraccióa F.I anterior exenerio quebranta la cadcna de vaGdzz,

pueslo quc se esta sancionando por inGacciones a obligaciones que. e enwentran fucra dc dicha

cadena, cargas para lus supervisados que no euen[ an ron la legatidad de provenir de una

norma y, como conrecuencia de esto último, se aanciona en ausencia de una mmia habilitante.

Gs pertinente +cñalar que la manera cortecta paru encauz2r esre[ ipo de actuaciones seria emitir

una resoluci n nom a( iva, abst acta y ge eral en los [ érminos dcl aR. 234 de la Ley SAP donde

sa formulen los paráme[ros de acWZCión del caso que, a su vez, serfin fiscali adas en el proceso

Je auditoría paa detenninu si hay infrncciones' a las mismas yue den lugar a la apermra de un
procedimiento sancionatorio. AI revcrtir la anrerior cssdrnn dc validez, los supervisaAos podrian

scr sancionados por cuulquicr inwmplimiento a In ins'ttuceionts de un infnrme de auditoria aun

y cuando no constituya, por sí mismo, una violación al mamu norma[ ivo. En ste senlidq la
téenica snneiona[ oria que se ha ulilizado wlnera también el principio de igualdad en la medida

cn quc Ias obligacioncs son detemiinadus por medio de audituríav, lae wales pueden variar de

enso a caso depcndiendo de los criterins de cada auditor, poniendo a unos ad ninistrzdos eu

simación dc desigualdad Gen[ e a otros.
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Por úl[ imo, al mo nenlo de rnglobar los supues[ os incumplimientos den[ ro de una inGacció

genérica como la dei art.  l80 de la Ley SAP se puede caer en el vicio de sancionar

incortectamenm cada infracc[ón come ida, pues es posihle que al3unas infracciones sean

merecedoras de otra tipi icación al considerarlas individuaLnente,  sicndo una de las

eonaecuenciai nis resaltables Ix relaliva u la aplicación de uua sola s'ancióu pa a un ewnulo de

infracciones que debieron haber sido valoradns y sancionadas individualmenle. De [ al manera,

como se observó, nl momcnro de ideutificar el lipo en el c al se nubsume la condmta de la

ins[ iNCión apclantc ee un tipo genárico, el del art 180 de lu Ley SAP, lo cual trajo como
consecuencia la atribución de tres saucioncs -- US$  1, 142. 86,  poe ineumplimiento a la

resolución P- IN- P8- 29- 2010; US$ 1, 142. 86, por inw nplimiento a la resolución P- IN- PF.-39-

2010; y US$ 1, 142. 86 por incumplimiento a la resolución P- IN-PE40-20I0— conclusióq en
rodo, contrario a fa ley.

3.  Decisián del CASF parx el caso

Uespuén de haber explicado cl error advertido y sus conxecuencias, e e Comi[ é procede a
señalar y f'undamentar su decisión en el presente wso.

Como ya se seúaló aNeriortnrnte, el sistema de recursos adminis[ rativos [ iene una función

doble: sen c rramieNa de defensa paza el admú istrado y posibilitaz a la administración la

rcvisión de la legalidad de sus actos. lgualmente, cl recurso de apelación previsro en la LSRSF

cuá revestido de los mismos propósilus; es por ellu que el art. 68, inc. 2, LSRSP le contiere al

CA51` la potestad de « eonfianar, revocar, rcfonnaz o anular la providencia recurtida». u lo

particular, nos referiremos la po[estad de reformar la resolucidn impugnada.

La Cncultad da refo(mar las resoluciones someüdae a conocimiento del CASF, si óien le otocga

la potes[ ad de cortegir Ia legalidad de lo. acios' que conozca, como sería, por ejemplo un aror

en la apreciaciún de los hechos dados, la tipificación de la irtfraccidn aplicable a tales hechos u,

inclusive, la adecuación de la pena, no debe nunca emendcrse como una posibilidad de invadir
la fawllad sancionatoria que la Ley Ic ha otorgado a la SSP.

Para el caso que nos ocupa, cl e ror obseivado, más quc un error en la tipificación de los hechos,
constituyc un exceso por parte de la autoridad al s'ancionar a la insiitucibn apelanle con base en

una fucnte de obligociones no peevi ta poe la  ] zy:  las resoluciones resultantes de un

pmcedimiento de auditoríu. Es decir, se ha identificado como obligación incumplida — y por
tamn, sancionable en vinuA dcl art. 180 de In Ley Stll'—, el iiwumplimiento a prexcripciunes

que no cueman con asidero legal para que se Ies aplique una sanción.
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Cosegir un eirnr de esta nutumleza implicaáa de pane del Comifé una delimiiacióu de cada u a

de la+ observ'aciones hechas en las renolucioncs P- I1V- PE- 29- 2010; P- IN- PG- 39- 2010; y P- IN-

YE- 40- 201Q así como la valomción de cada una de ellas a fin de de enninar si ha habido

inemnplimien[o o no a cada una dc cllan, la lipificación de las atismas según el catálogo precisln

en la Ley SAP y, por últimq la asignación dz las sariciones' quc a cada una co responda. Labor

esta última, en todq excesiva e invaeiva de In potcstad sancionatoria que la LSRSF concede a lu

SSF. Por lo tanto, ante el error advertido este Comité cstima oportuna la revocación de las ttes

eanciones impucstas a la sociedad apelante.

Por tiltimq no dejamos de obs'crvar que en la resoluciiin definitiva que se apela se expresa

textualmente quc ella es dictada de confortnidad, entre otros, al inciso 3° dcl art. 234 de la Ley

SAP, el cual no exis'te, pucs al disposición solo tiene dos incisos.

ftESOLUCIÓN

Por In vnterior, de confomtidad con los arts. 66 y 67 inciso primern de la I,cy de Supervisión y
Regulación del Sistema Pinanciem, RESOLVF,MOS:

I.     Revocnr la multa dc US$ I, 142. R6 por el inwmplimicnto a resolución de referencia P-

IN-PE- 29- 2010;

II.     Revocar Ix muha de USS 1, 142. 86 por el i cumplimien[ o a resolución de mfcrencia P-

W- PE- 39- 2010;

lll.     Revocar la mulla de US$ I, 142. 86 por el incumplimiento a resolución de rc( crencia P-

1N- PE- 40- 2010;

IV.     Devolver al Superintendente del Sisfema Financiero cl cxpedicme sancionalorio dt

refereneia PAS- OR/ 2012, el cual cons(n de 1781 folios úfiles.

V.    No[ ificar la presente resolución al INPEP,  en la dirección designada en su escrito de

apelacibn, y al Superin[enden[ e del Sistema Financiero.

VI.     Publíqucse la presente resolución por la Superintendeisia del Sistema Financiero en su

sitio de in[ eme dcntro del plazo esiablecido en el pártafo último del art. fiF de la

LSRSP.

La presente xesolución nu admitu ningún ru:urso y udquicirti estado de fiaueza desde m

notificeció al intcrosado".

NO'PO UISIllENTE PAItCIAL llEL vOCAL ARMANDO F.YRIQUE NENA CASTRO
A LA RESOLI7CíÓN DF.FINITIVA DE LAS 9 HOItAS DEL 23 DF. SF.PTIEMRRE DF.

2013, DICTADA POR lL COMIT: DE APELACIONES DF.1. SIS' fBMA FINANCIERO
EN EL EXPF.DIEYTE RNF: CA-3- 2013.
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L Con todo cl respeto, wn fundamento en lo cntablecido en el párrafo( i del arl. 65 de la Ley

de $ upervisión y Regulacieín del Sis[ ema Financicro ( LSRSF), ezpreso mi desacuerdo
pnrcial con ci parecer mayori[ ario de los miembros de este Comité, rellejado cn la

cesolucióu antes mlacionada.

Se trata dc un desawcrdo parcial por cuanln que sí comparto la conclusión a la que nrriban

mis colegas al es[ imar que Ia resolución objeto de la apelación adolcce de un vicio -- que

cunsisre básicame te en que el incumplimieolo de las nes resoluciones atribuidas al INPEP

no es una conducta que esluviera tipificada como inGaccidn en la normativa aplicable en

aquel momcnto-- y que, por wnsiguiente, procede dcclarar su ilegalidad.

Sin embargo, en lo que discrepo es en que, al tratarse de un ertor dejuicio en el juzgamiento

realizado por la SS}' ( error in iudicnndo), debió declarazse la nulidad o revoca oriz parcial

de la re5oluciÓn sancionaroria, y el efecto de esta declai3l0na Nv0 que SC reenviar el
expedienre a la SSF para un nuevo enjuiciamiento de las conductas atribuidas a la

inslilución xpelan[ e, las c alee no han sido jusgadas poc este Comité en su resolución.

2.  En la resolucibn con la que aliora discrepu ne ha razonado que en esre caso existío mn

cúmulo de inGacciones que debieron k zber sido vabradas y sancionndu individualmente»

y no englobándolas en un tipo genérico como el del art. 180 de la Ley SAP.

Como puede apreciarse, el Comité reconoce yue las ronducias atnbuidu al apzlame podrían

eneontrzr unn tipificación más espec(fica, pero que In SSF incurtió en un defccto al haber

prctendido englobadas en un tipu más general,  como ea el incumplimienro de una

resolucióv, que en realidad wrecía de fundamento legal.

3.  Según el art 68, inc. 2°, de la LSRSF, e! Comité en su resolución defini iva podre

monfirmae, revoeaq cefonnar o nnulac la pmvidencia recurtida, según cortesponda en

derecho». Sz Irata de una disposición en la que se detinen las potestades rceolutivas del

Comité o, lo que es lo mismo, lo efecto+ de sus resolueimes; precepro que debe ser
interyretado te iendo en cuen[ a, por un lado, el cm[enido dc los actos sometidus a

apelación y, por o m lado, que esas poccstades resolutiva. requieren una intecpretación
eistematizada y que admitcn uierto tipo de m2tizaciones.

Así, por ejemplq el suscrito en iende que cuando se[ rate de un emir de juiciu( como puede
ser cl error en la calificacibn de la conducta infrac ora o la zdecuación de la sanción-- ersor

in iudicnndo—), el Comi í cuenta con la potestad suticiente para modifcar la resolución

resolviendo lo que eorresponda, sulvo que no ye cuente eon los elementos necesacios paa

encnendar 1 inobservancia o la enónea aplicación de la ley, en cuyo caso ei Comi[ é deberá
dcclarar la nnulación o revocación parcial de la renolución someiida a su conocimiento y

devolve el expedienle a la SSF, bien paca la reposieión del trámite o vimplemente pare que

se dicte uoa nueva rc olución.

4.  Se Ira[ a de una folma de pmceder que encuentra respaldo no solo en la doctrina, sino

también en nuestra jurisprudencia y derecho proctsal penal vigcnte. Así, tenemos que
uuutro CSdigo Procesal Penal eu el art. 475, especiaLnente en el ine. 3°, detertnina que

c] uando la anulación sea parcial se indicará el objeto concreto del rmevo juicio o

resolución». Hn este punto lu impurta[ e es rener en cuenta yue, aegún la jurispmdcncia,
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e« lnremos en presencia de un supucsto de nulidnd purcial no yolo uuando se anuln ln

sentencia por un deli[ o y sc con inna respccm a utro, sfno también en aquellos casus en los

yuc aunque exista un vicio que afectc la Iegalidad dc la rcsolucióq estc sea de una eNidad

que no amcrite la absoluciún del imputado aino la reposici6n del juicio o proccdimiento

eUe también es un supuesto de anulación o cevocación parciol).

Esta dixposieión permite que en el 5mbim pcnfll uo todax las senteucias anulaturias en vía da

apelación produzcan, indefm[ iblemenie, la absolución del sujeto al que se le ha atribuido un
iHcito pcnal.

Esa es, por otra parte, una fomta de proccder yue resulta trasladable al ámbi o del Derecho

admiuisirativo sancionador dada la intluencia que sobrc es[ e ejerce el Derecho procesal

penaL Además es' una fonna de actuar yue, por una parte, utiende a las exigencias del

principio de conscrvación de los actos administrativos, cuya vigencia ha sido reconocida por

la Sala de lo Contencioso Administra[ ivo en su s'entencia del 20 dc febrero dc 2006, dic[ ada

en cl proceso 29fi-M-2003; y por o[ ra parte, cesulta coherente con la función de los eeoursos

administrativos que, como ha asumido este Comilé siguiendu la jurisprudencia contencioso

admmistrativa nacional, tienen por fnalidnd« pe mi ir quc la peopia Administración, previa

petición del interesado, tenga la oportunidad de revisar sus acwaciones, y, en su cuo,
cortegir las ilegalidades en que pudiera haberse irmurrido al dictar el aclo yue puso fin al

procedimiento; es deciq dnr una nueva oportunidad a la Administracióq paza mrciorane
quc ha actuado cnnfortne al ordenamiento jurídicw> (renolucicin defi itiva dcl 5 de febrero
de20l3, apelación CA- 5- 20I2).

5.  De ahí que, con fundamento en las anteriores conaidemciones, el suscrito entiende que el

vicio de legalidnd que afecta la decisión objeto de la apelaciún debió ser consideado un

enur Jc juicio en la apreciación o calificacitin jurídica de los hcchos aldbuidos al MPEP

error in iudtcan<lo) y que, al no ser posible unn modificación poc parte del Comi[ é, lo que

procedía es declamr la nulidad relativa de fa reso( ución apelada y hacer un juicio de reenvío
para yue la SSP repusiera, teniendo en cuenla los parámetms dados por el Comilé, el

expedicnte xaneionatorio desde cl nuto de iniciaciún del procedimiento sancionamriq el

wai confirnc la calilicación jurídica de los hechos atribuidos al INPEP y que ha sido
calificada de eerónea por cl Comité.

Esix mposicióq por supuestq deberia trartútarse con observartcia de los parimetros dados

por el Comité y e la gecantfa-  aunque wn s•us matices— yue prohibe le agravacibn de la
situaci5n de la institueión recunente( pcincipio de nvc re imq[ io in peius)".

Para bs efectos que el interesado estime convenientes,  se extiende la presente
certificación de la resolución antes [ ranscri[ a a las nueve horas del veinticuatro de
septiembre de dos mil trece.
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